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León, Guanajuato, a 10 diez de octubre del año 2013 dos mil trece. . . . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 358/2012-JN, promovido por la ciudadana ****, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

Expediente número 358/2012-JN
SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al en que la actora se ostenta sabedora de los actos impugnados; lo que refiere, fue el día 25 veinticinco de mayo del año 2012 dos mil doce, en cuanto a la orden y el acta de visita de inspección; mientras que respecto de la resolución que impuso la multa; tuvo conocimiento el día 1 uno de agosto de este mismo año; sin que de las constancias de la presente causa administrativa, se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, se encuentra documentada con los originales de la resolución de fecha 30 treinta de julio de 2012 dos mil doce, dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 0663/2012; de la orden de inspección emitida el 15 quince de mayo del año 2012 dos mil doce, dentro del expediente del procedimiento administrativo número 663/2012 C/US; el acta de inspección levantada el día 25 veinticinco de mayo del año próximo pasado; y, el acta de notificación del 1 uno de agosto de 2012 dos mil doce; los cuales obran en el secreto de este juzgado (visibles, en copia certificada, a fojas 8 ocho, 10 diez a 12 doce, 13 y 15 quince a la 20 veinte, respectivamente). Documentales que admitidas como pruebas a la parte actora, con sustento en los artículos 78, 117, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se les otorga pleno valor probatorio, ya que constituyen documentos públicos al haber sido expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus atribuciones, siendo reconocida expresamente su emisión, por las autoridades al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .


En la especie, en la presente causa administrativa, el Encargado de Despacho de la Dirección de Verificación Urbana hizo valer la causal de improcedencia que se prevé en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al referir que la orden es un acto que forma parte del procedimiento de inspección y que la resolución que impuso la multa es la consecuencia derivada de las anomalías detectadas en la visita de inspección. . . .
Causal que no se actualiza de manera alguna, toda vez que el hecho de que la orden de inspección constituya un acto que forma parte del procedimiento respectivo, y que la resolución que impuso la multa es la consecuencia derivada de las anomalías detectadas en la visita de inspección, no implica la improcedencia del juicio, ni que no se afecten los intereses jurídicos de la parte actora; sino que tales argumentos, en realidad son tendientes al reconocimiento de la legalidad y validez del acto, mas no a la improcedencia. . . .

La inspectora adscrita demandada, también hizo valer esa misma causal de improcedencia, pero por una diversa razón: refirió que se actualizaba la improcedencia prevista en la fracción II del artículo 241 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; porque la sanción económica dictada no le causa perjuicio a la actora, ya que no demostró contar con licencia de uso de suelo para tienda de abarrotes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tampoco se actualiza la señalada causal de improcedencia, dado que en primer lugar, se equivoca la demandada en citar la fracción II del artículo 241 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, toda vez que la misma se refiere al tramite del recurso de inconformidad ante la propia autoridad administrativa, en tanto que la fracción correspondiente a la causa de improcedencia del proceso, es la fracción I, del artículo 261 de ese mismo Código; y en segundo lugar, la resolución impugnada, a diferencia de lo expresado, sí le causa afectación a los intereses jurídicos de la impetrante, pues se le impuso una multa, lo que se traduce que sea afectado su patrimonio; por lo que es incuestionable que no resulta procedente la causal de improcedencia invocada, pues el hecho de que la actora no haya demostrado que contara con la licencia respectiva, no hace improcedente el proceso. . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que en vista de lo anterior, no se actualiza la causal de improcedencia planteada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el encargado de despacho de la Dirección de Verificación Urbana, también refirió -pero sin expresar argumentos tendientes a ello-, que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 241 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, señalando que se consintieron expresamente los actor impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se actualiza causal alguna derivada de dicha fracción, por tratarse como ya se indicó, de una fracción y artículo que no resulta aplicable al proceso administrativo, sino al recurso de inconformidad; a la vez que no se dieron razones fundadas sobre porqué estimó la autoridad demandada que se trataba de actos consentidos expresamente; pues no se advierte de las constancias que integran la presente causa administrativa, que la parte actora haya consentido ni expresa ni tácitamente los actos y resolución que impugna; de ahí que no se actualice la causal en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Por último, la inspectora demandada también planteó que se actualizaba la causal prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que los agravios expresados son infundados e inoperantes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Tampoco se actualiza la causal planteada por la autoridad señalada, ya que los conceptos de impugnación planteados por la parte actora, son materia de análisis del fondo del asunto, por lo que no pueden descartarse de antemano como lo pretenden las demandadas, al referir que son infundados e inoperantes.
Así las cosas, al no prosperar las causales de improcedencia señaladas, en tanto que de oficio, este juzgador no advierte que en el caso concreto, se presente la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede al estudio del fondo del asunto. . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

1.- Que la ciudadana ****, es propietaria del establecimiento de tienda de abarrotes en el inmueble ubicado en calle Privada las Acacias número 115 ciento quince de la colonia Bosques del Campestre de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
2.- Que el inmueble antes mencionado, es una casa habitación, en la que en el patio de servicio se utiliza como tienda de abarrotes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Que con fecha 15 quince de mayo del año 2012 dos mil doce, el Director de Verificación Urbana, dentro del expediente 663/2012 C/US,  expidió Orden de Inspección (localizable a foja 8 ocho) con el objeto de verificar, entre otras cosas, si el inmueble descrito en el numeral 1 uno, contaba, entre otras cosas, con licencia de uso de suelo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
4.- Que el día 25 veinticinco de mayo del año 2012 dos mil doce, la inspectora adscrita ****, dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 663/2012, llevó a cabo la inspección del inmueble, entendiéndola con la ahora actora; donde requirió la exhibición de la licencia de uso de suelo para tienda de abarrotes, la que no fue exhibida y levantando al efecto el acta correspondiente (localizable a fojas 10 diez a 12 doce). Citando finalmente a la actora a la audiencia de calificación, a celebrarse en las oficinas de la Dirección, el 3 tres de julio del año próximo pasado, a las 11:00 once horas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
5.- Finalmente con fecha 30 treinta de julio de ese mismo año, el Director de Verificación Urbana emitió la resolución en la que impuso una multa a la parte actora por la cantidad de $1,181.60 (Un mil ciento ochenta y un pesos 60/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la justiciable considera ilegales los actos impugnados, a los que considera que se encuentran indebidamente fundados y motivados. . . . . . . . 
A lo antedicho por la impetrante del proceso, las demandadas solo se concretaron a sostener la legalidad de su actuación, y a que los actos que se les atribuyeron son ineficaces y que no cuenta con la licencia de uso del suelo para el uso requerido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución y actos impugnados dentro del expediente del procedimiento administrativo número 663/2012 C/US. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer en contra de cada uno de los actos impugnados, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad; sirviendo para ello el criterio sostenido por un Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, atendiendo al orden cronológico en que se emitieron los actos impugnados, en el presente considerando se analizará primeramente lo planteado en contra de la orden de inspección impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el primer concepto de impugnación, dirigido en contra de la orden de inspección emitida el 15 quince de mayo del año 2012 dos mil doce, la justiciable arguyó: “PRIMERO.- En cuanto a la ORDEN DE INSPECCIÓN se emitió sin cumplir con el requisito formal de la debida fundamentación y motivación………”; en 
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tanto en el inciso a del mismo concepto, expresó: “a).- La demandada señala… REGLAMENTO INTERIOR PARA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO, sin embargo, cabe decir… que dicho reglamento no existe… y siendo así, el acto ahora impugnado carece de la debida fundamentación… ”; para más adelante decir: “Además, la demandada incurre en indebida fundamentación al emitir la ORDEN DE INSPECCION, pues para ello establece como fundamento, entre otros artículos el 1, 4, 5, 9, y 13 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano…; sin embargo cabe decir que los dos primeros numerales contienen fracciones y la demandada no señala en ninguna forma cual o cuales de las fracciones resultan aplicables  al caso concreto… Y por otra parte, con relación a los artículos 5, 9 y 13, estas no resultan aplicables para el caso concreto…. Produciéndose en consecuencia una indebida fundamentación por parte de la autoridad emisora…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la autoridad demandada emisora del acto al que nos hemos referido -Director de Verificación Urbana-, en su contestación, como argumento tendiente a demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, expresó que no hay evidencia alguna de la existencia de la licencia de uso de suelo, por lo que la actora no demuestra ser titular de algún derecho público subjetivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Analizada la orden de inspección impugnada, así como las demás constancias que integran esta causa administrativa, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en análisis; ya que tal y como lo refiere la actora, dicha orden impugnada se emitió de manera ilegal, pues como lo planteó la parte actora se encuentra indebida e insuficientemente fundada; conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, al consistir la fundamentación en la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto; señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y, la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta de la gobernada en el supuesto jurídico establecido por la norma como prohibición o falta administrativa; luego entonces, de la orden de inspección debe desprenderse, con claridad, en primer término, la cita del ordenamiento legal que corresponde al precepto que se considera estricta y exactamente aplicable al caso concreto, y, si ese precepto incluye diversos supuestos, se debe precisar el apartado, párrafo, fracción o fracciones, incisos o subincisos que en su caso resulten aplicables; así como la descripción pormenorizada de las circunstancias que dan motivo para levantar la orden, de la que se desprenda con claridad que la situación de la gobernada encuadra perfectamente en la hipótesis normativa aplicable; pues es necesario que el fundamento y motivo no se expresen de manera lacónica, ya que la fundamentación y motivación tienen como propósito primordial y “ratio” que la justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa el dispositivo del ordenamiento legal que resulta aplicable al caso concreto y la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para la afectada poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A diferencia de lo anterior, la orden de inspección impugnada, está indebidamente fundada; pues como bien lo destacó la actora, la fundamentación es indebida al haberse fundado en el “Reglamento Interior para la administración pública municipal de León, Guanajuato”; ordenamiento legal que no existe con esa denominación en la normatividad municipal, lo que se traduce en que no esté fundada la competencia del Director de Verificación Urbana para emitir la orden controvertida, ya que no citó el Reglamento que tiene por objeto regular la organización, funcionamiento y atribuciones de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública de este Municipio y que le confiera tal facultad; amén de que en ninguno de los artículos de los demás dispositivos legales enumerados en dicha orden (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Constitución Política para el Estado de Guanajuato; Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; y, Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato), se consigna la atribución de la Dirección de Verificación Urbana para ordenar y ejecutar visitas de verificación e inspección para comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No está por demás, recalcar que la autoridad demandada, fue omisa en precisar que fracción o fracciones de los artículos 1 y 4 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, eran las exactamente aplicables al caso concreto; asimismo, tampoco expresó las razones por las que los artículos 5, fracciones I y III, 9 y 13, fracción LXIII del ya señalado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, resultaban aplicables al caso en particular, cuando para quien resuelve no tienen relación; ya que el artículo 5 del Código Reglamentario citado, en sus fracciones mencionadas, se refiere a las autoridades auxiliares: Instituto Municipal de Planeación y Dirección General de Obra Pública; en tanto que el artículo 9, se refiere a la participación ciudadana y, el 13, en su fracción LXIII, hace alusión a las atribuciones que la Dirección General de Desarrollo Urbano tiene en materia de inspección urbana; sin que se concrete en qué manera fundan la orden de visita, o en que resultan aplicables al caso concreto por parte de la Dirección de Verificación Urbana. Por lo que al no precisarse porqué se incluyeron tales preceptos como fundamento de la orden, resulta también por ello indebidamente fundada la misma. . . . . . . . .

Así las cosas, al encontrarse indebidamente fundada en cuanto a la competencia del Director de Verificación Urbana, la orden de inspección emitida el día 15 quince de mayo del año 2012 dos mil doce, dentro del expediente del 
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procedimiento administrativo número 663/2012 C/US; por el Director de Verificación Urbana, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la referida orden de inspección; y en consecuencia, por derivar y desprenderse de dicha orden de visita, se decreta también la nulidad total del acta de inspección levantada el 25 veinticinco de mayo del año próximo pasado; de la resolución emitida el 30 treinta de julio de ese mismo año, dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 663/2012, por la que se le impuso a la actora una multa por la cantidad de $1,181.60 (Un mil ciento ochenta y un pesos 60/100 Moneda Nacional); y de la notificación practicada el 1 uno de agosto de 2012 dos mil doce; aplicando el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sirven de apoyo a lo anterior, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119 ciento diecinueve, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique). . . . . . 
De igual forma, el criterio que sustenta el Tribunal del Poder Judicial Federal que se menciona, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”No. Registro: 216,534. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 64, Abril de 1993. Tesis: VI. 2o. J/248. Página: 43. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, en cuanto a la orden de visita y los posteriores actos realizados, resulta aplicable el criterio que el Tribunal Colegiado de Circuito que se menciona, sostiene en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado en cuanto a la orden de inspección, resulta suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; consecuentemente es innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación expresados por la actora; así como los demás argumentos esgrimidos por las demandadas, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Expediente número 358/2012-JN
R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de los actos y resolución impugnadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-Se decreta la nulidad total de la orden de inspección emitida por el Director de Verificación Urbana, el 15 quince de mayo del año 2012 dos mil doce, dentro del expediente 663/2012 C/US; así como también se decreta la nulidad total de los actos que se sustentan y son consecuencia de esa orden, como lo son el acta de inspección levantada el 25 veinticinco de mayo del 2012 dos mil doce; la resolución emitida el 30 treinta de julio de ese mismo año, dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 663/2012, por la que se le impuso a la justiciable una multa por la cantidad de $1,181.60 (Un mil ciento ochenta y un pesos 60/100 Moneda Nacional); y, la notificación de dicha resolución, practicada el 1 uno de agosto del 2012 dos mil doce; lo anterior, atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . .

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

